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“(…) pese a la limitación económica que alega la parte demandante, nada demuestra que el centro carcelario de esta ciudad -en el que actualmente se encuentra, en patio especial- le hayan impedido al interno y a su familia algún acercamiento. Tampoco se conocen problemas en la salud o en el comportamiento del hijo al que hace referencia el actor y además no se dice que esté bajo el cuidado de terceras personas, lo que hace inferir que está con su señora madre, es decir, que conserva su entorno familiar. Sumado a ello se tiene que la pena se cumple en la actualidad en un sitio que no presenta problemas para su seguridad y vida, garantizándole así, el derecho a permanecer recluido en condiciones dignas.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-1096-05.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, agosto dos de dos mil dieciséis
Expediente:
66001-22-13-000-2016-00706-00


  



Acta N° 364 de agosto 2 de 2016
  



Se decide la acción de tutela promovida por César Andrés Castro Eslava, contra la Jefatura de Desarrollo Humano, la Dirección Centros de Reclusión Militar del Ejército Nacional y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, a la que fueron vinculados el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, la Junta Asesora de Traslados y la Subdirección de Asuntos Penitenciarios del mismo Instituto, el EPMSC Pereira, Esperanza Casas Castañeda, en calidad de Profesional Especializada Grado 19-Responsable Grupo de Recepción y Análisis Nacional- de la Defensoría del Pueblo y el Centro de Reclusión Militar de Cali (Valle).
ANTECEDENTES

César Andrés Castro Eslava, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela frente a la Jefatura de Desarrollo Humano, la Dirección Centros de Reclusión Militar del Ejército Nacional y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, en la que aduce la presunta violación de los derechos “a la igualdad, de petición, al debido proceso, a la dignidad humana, a la protección especial de la familia y derechos de los niños”.
Dijo en su escrito, en resumen, que previo preacuerdo con la Fiscalía 26 Seccional de Buga, en vista de que le fue imputado en calidad de autor a título de dolo, el delito de concierto para delinquir con circunstancia de agravación punitiva en razón a que era miembro activo de las Fuerzas Armadas, el Juzgado Segundo Penal Especializado de Descongestión de esta ciudad, lo condenó a la pena privativa de la libertad por el término de 7 años y 5 meses de prisión y le negó el beneficio de detención domiciliaria; desde que se inició el procedimiento en su contra, el juzgado de garantías que impuso la medida de aseguramiento dispuso su traslado a una guarnición militar atendiendo el riesgo que podían correr su vida e integridad personal; sin embargo, se comunicó al centro carcelario La 40 de esta ciudad que, pese a las gestiones de la Fiscalía 26 de Buga en diferentes centros de reclusión militar del país, no hubo y se indicó que debía ser recluido en el pabellón especial para empleados públicos y, desde entonces, se encuentra ahí en calidad de interno.
Agregó que ha insistido en la necesidad de ser trasladado a un centro reclusorio militar cerca a Bogotá en donde se encuentra su familia, sumado al hecho de que tiene un hijo de corta edad; dirigió solicitud a la Defensoría del Pueblo de Bogotá en la que solicitó su intervención ante el INPEC para lograr ese cometido y allí le indicaron que la misma fue trasladada a la seccional Risaralda, así como a la Subdirección de Asuntos Penitenciarios del referido instituto penitenciario, sin que a la fecha haya recibido respuesta alguna y, entre tanto, se están vulnerando sus derechos y los de su familia, pues son de escasos recursos económicos para solventar frecuentes viajes de Pereira a Bogotá; es consciente de la conducta penal cometida, pero no está de acuerdo con el hecho de estar alejado de su familia y en especial de su hijo; agregó que los establecimientos carcelarios militares del país adujeron la falta de capacidad para recibirlo, pero conoció de un caso en el cual un interno que estaba en el mismo patio en donde él se encuentra, fue trasladado a la ciudad de Cali (Valle).
 Pidió, por consiguiente, que se ordene a la Jefatura de Desarrollo Humano-Dirección Centros de Reclusión Militar, el traslado a un lugar en la ciudad de Bogotá o sus cercanías; que la Defensoría del Pueblo de Risaralda responda la solicitud elevada y remitida desde la seccional Bogotá y le brinde el acompañamiento en el proceso del caso; que en caso de ser imposible su traslado a un centro especial, sea recluido en un patio asignado a servidores públicos; que de no ser favorable la sentencia, se ordene al INPEC la expedición de una resolución para poder estar en el patio ERE de Pereira o en el de cualquier lugar del país, preferiblemente Bogotá.
  



Se dispuso el trámite de rigor, con la vinculación del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, la Junta Asesora de Traslados y la Subdirección de Asuntos Penitenciarios del mismo Instituto, el EPMSC Pereira, Esperanza Casas Castañeda, en calidad de Profesional Especializada Grado 19-Responsable Grupo de Recepción y Análisis Nacional- de la Defensoría del Pueblo y el Centro de Reclusión Militar de Cali (Valle).

Durante el traslado, la Defensoría del Pueblo Bogotá señaló que el 2 de mayo de 2016, vía correo electrónico, el Grupo de Recepción y Análisis Nacional, efectuó la remisión de la solicitud del accionante a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y a la Subdirección de Asuntos Penitenciarios del INPEC, por competencia, por lo que no hay vulneración alguna de su parte de los derechos invocados en esta demanda. 
El Coordinador Grupo de Tutelas del INPEC indicó que se han respectado los derechos del actor y que el juez de tutela no está facultado para ordenar el traslado de personas privadas de la libertad; para ello, citó apartes legales, reglamentarios y jurisprudenciales sobre la materia, además, resaltó la utilización de visitas virtuales y, finamente, que hay una falta de legitimación por pasiva. 
El Director Centros de Reclusión Militar del Ejército Nacional, precisó que lo requerido por el demandante está en cabeza del INPEC; que el patio en el que se encuentra ubicado es apto para el cuidado, vigilancia y custodia de los servidores y ex servidores públicos o funcionarios que gocen de fuero legal o constitucional, lo que permite concluir que el establecimiento carcelario de Pereira ha procurado la reclusión del interno acorde con su calidad de ex miembro de las fuerza pública; que se han garantizado los derechos reclamados y el acercamiento familiar no es una causa legal de traslado. 
La Defensoría del Pueblo de Risaralda, arrimó copia de la respuesta a la solicitud del interesado, recibida por el mismo, el 25 de junio del presente año (f. 70), donde se le entera que el funcionario asignado adujo que en entrevista con el interesado le dio a conocer que contaba con defensor de confianza y no requería de defensor público para el proceso ni para acciones tendientes al traslado a alguna guarnición militar, por lo que el funcionario asignado está imposibilitado para ejercer la gestión en su favor. 

El Director del Centro de Reclusión Militar  de Cali “EJEDA”, se pronunció en relación con la solicitud del despacho y precisó que el interno Edwin Gutiérrez Tovar, quien se encontraba recluido en el EPMSC Pereira fue trasladado a ese centro de conformidad con resolución del mes de abril de 2016 expedida por el Director General del INPEC y a su institución solo le compete recibir, previa asignación de cupo, los internos provenientes de otros establecimientos.
CONSIDERACIONES

Dispone el artículo 86 de la Constitución Nacional que “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”.

Haciendo uso de esa garantía, César Andrés Castro Eslava, en su propio nombre y en el de su grupo familiar, en especial de un hijo menor de edad, acudió en procura de la protección de los derechos fundamentales “a la igualdad, de petición, al debido proceso, a la dignidad humana, a la protección especial de la familia y derechos de los niños”, que estima conculcados por las entidades a las que demandó, ante el hecho de no ser trasladado a una guarnición militar o pabellón especial en la ciudad de Bogotá, con el fin de cumplir la condena que le fue impuesta por un juez de la República, en su calidad de ex miembro de las Fuerzas Militares, pues su familia reside en esa ciudad y se dificulta estar más unidos, situación que va en contra de los intereses del menor por la estabilidad emocional que su situación actual le genera.

Sin embargo, atendiendo la facultad legal con la que cuenta el INPEC, competente en últimas para definir el traslado que exige el accionante, no se encuentra injustificada o desproporcionada la posición hasta ahora adoptada, tanto más, cuando el interno se encuentra recluido en un pabellón especial, con lo que se garantiza la integridad física y derecho a la vida que pone de presente, pues no está en comunidad con otra clase de internos que pudieran afectarlo por razón de la calidad de la que gozó como miembro de la fuerza pública. Esto, porque tampoco se manifestó o probó que en su actual lugar de reclusión esté afrontando un problema de ese tipo. 
Bien se sabe de la facultad discrecional del INPEC para ubicar a los internos y autorizar sus traslados. Y aunque para ello, como lo ha reseñado en múltiples decisiones la jurisprudencia, deben valorarse muchos aspectos, pues esa facultad debe estar lejos de la arbitrariedad o el mero capricho y acorde con otros derechos del interno o de las personas que conforman su núcleo familiar, caso de los hijos menores de edad, en quienes se supone un interés superior y la titularidad del derecho a conservar la integridad familiar, no siempre es este mecanismo el adecuado para discutir las decisiones de orden administrativo de la entidad, pues con ese propósito existe la acción pertinente ante la justicia contencioso administrativa. 

Lo que se quiere significar es que por regla general la privación de la libertad de un miembro de la familia desestabiliza, especialmente a los hijos, quienes seguramente experimentarán un cambio en su comportamiento, por la ansiedad y la depresión que el distanciamiento puede generar. Pero si el niño, niña o adolescente conserva su vínculo familiar con el otro progenitor, por ejemplo, en quien se entiende un máximo interés por su bienestar, la situación no puede analizarse de la misma forma que cuando el menor queda al cuidado de terceras personas o en abandono total, situación ajena a este evento. 
Esta Sala se ha inclinado por respetar esa discrecionalidad de que trata la Ley 63 de 1993, porque bastante se ha dicho que el internamiento carcelario de una persona obedece a su conducta y, por tanto, su situación frente a la sociedad y el Estado, le hacen perder, a él y a su entorno familiar, ciertos privilegios que, salvo casos específicos en los que pueda estar en juego un derecho fundamental, no dan margen a que el juez constitucional se inmiscuya en las decisiones de las autoridades carcelarias. 

Así, por ejemplo, de manera prolija explicó la máxima autoridad constitucional, respecto de la unidad familiar y la privación de la libertad, y es criterio que aquí se acoge, que: 

“Desde la sentencia T-277 de 1994, M. P. Carlos Gaviria Díaz, en un caso similar al que ocupa esta revisión, la Corte sostuvo que el Estado colombiano ampara a la familia como institución básica de la sociedad (art. 5 C. P.), pero esa protección especialísima encuentra limitaciones que se desprenden de la naturaleza misma del derecho, como por ejemplo, la imposibilidad -ya reconocida por esta Corte-, de obligar a los padres a proporcionar a sus hijos el amor al que éstos tienen derecho, cuando aquellos simplemente no lo sienten, o la imposibilidad de imponer la convivencia a los cónyuges que la encuentran impracticable.

En esa medida dijo el mismo fallo, “los actos de las personas que componen una familia, también imponen limitaciones al amparo de la unidad familiar que corresponde garantizar al Estado; sea porque el maltrato que reciben los hijos hace obligatorio retirarlos de su hogar y confiarlos a otras personas en procura de su protección, sea porque al incurrir en un delito, no sólo haya que separar a una persona de la institución básica familiar, sino también de la sociedad a la que aquella sirve de base organizativa”.

Así pues, cuando una persona es detenida con el cumplimiento, por parte de las autoridades, de todos los requisitos consagrados en el artículo 28 de la Constitución, es inevitable que su ausencia temporal (en el ámbito íntimo de la familia a la que pertenece, en el de sus relaciones particulares y en el de su figuración pública), afecte en mayor o menor medida a la unidad familiar y al tráfico económico, cultural y cívico del medio en que ordinariamente se desenvuelve. 

En consecuencia, ha sostenido esta Corporación, para el juez de tutela, a quien compete garantizar la efectividad de los derechos fundamentales de las personas, la constatación de una violación al derecho a la unidad familiar, durante la detención efectiva y legal de uno de sus miembros, se presentaría cuando, sin justificación, la falta temporal del detenido en el seno de su familia se agrava, impidiéndole gozar del régimen de visitas o de la posibilidad restringida de comunicarse a que tiene derecho cualquier persona privada de su libertad, dentro de los marcos de incomunicación que considere necesarios el juez del conocimiento
.

La accionante solicita el traslado de su hijo condenado y detenido en la cárcel de Valledupar  alegando violación a la unidad familiar y afectación de las condiciones sociales y familiares de  un  hijo del interno. Solicita  en consecuencia que se produzca su traslado a la ciudad de Itagüí donde vive su familia.

Al respecto, valga señalar, que existen normas legales que regulan el régimen penitenciario y carcelario, y además disposiciones complementarias que facultan al INPEC, para manejar autónomamente los asuntos relacionados con el sistema penitenciario, entre ellos la fijación del sitio de reclusión de los internos puestos bajo su custodia  y los traslados en los casos que sea indispensable.

El artículo 73 de la ley 65 de 1993 (Código Penitenciario y Carcelario). Consagra: “Corresponde a la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario disponer del traslado de los internos condenados de un establecimiento a otro, por decisión propia, motivada o por solicitud formulada ante ella”.
En la misma ley, el artículo 75. Contempla las causales del traslado: “son causales del traslado, además de las consagradas en el Código de Procedimiento Penal: 

1. Cuando así lo requiera el estado de salud, debidamente comprobado por médico oficial. 

2. Falta de elementos adecuados para el tratamiento médico. 

3. Motivos de orden interno del establecimiento. 

4. Estímulo de buena conducta con la aprobación del Consejo de Disciplina. 

5. Necesidad de descongestión del establecimiento. 

6. Cuando sea necesario trasladar al interno a un centro de reclusión que ofrezca mayores condiciones de seguridad”. 

Las causales de traslado se encuentran taxativamente consagradas en la ley. En consecuencia las razones legales que sirven de sustento a los traslados de internos en el país, están precedidos por la  circunstancia que esté viviendo el interno y que esa situación sea una de las causales que contempla la ley. Lo anterior demuestra que la negativa del INPEC en trasladar al interno no se debe al capricho del ente demandado, sino a que el interno no reúne los requisitos para concederle su solicitud. Por otra parte, el INPEC argumenta que el hacinamiento existente en la cárcel de Itagüí, es la razón que dio  origen al traslado del recluso a otro centro penitenciario, cumpliendo así las directrices trazadas por la Corte Constitucional al respecto en la sentencia T- 153 de 1998, que ordenó controlar hacinamiento efectivamente en todos los centros de reclusión del país, motivo más que suficiente para justificar la permanencia del sindicado en la cárcel de  Valledupar, pero que bien puede variar y en dicho caso deberá el Inpec considerar las posibles  peticiones del accionante.  

Otras razones igual de puntuales para desestimar la tutela son las siguientes: 

Tiene claro la Corte que existe un mandato de protección prevalente y especial que debe darse a los menores por virtud del imperativo constitucional consagrado en el artículo 44 C. P. Sin embargo, para este caso es claro que los derechos del menor no están siendo afectados  con la medida legítima de condena para su padre en un centro de reclusión lejos del sitio donde vive el menor. Se justifica tal afirmación en lo que a continuación considera esta Sala: 

 (i) No se han prohibido las visitas al recluso Adrián Esteban López y por tanto, su hijo puede ir cuando lo estime necesario a  ver a su padre; desde las directrices del centro de reclusión de Valledupar, tampoco se han obstaculizado los canales de comunicación  entre el padre y el hijo. Es cierto, en principio, que  todo menor debe estar bajo la custodia de sus padres, pues se presupone que eso es lo que más se ajusta al interés superior del niño;  sin embargo,  en el caso  que se revisa, la separación obedece a una conducta punible por parte del progenitor que aún si estuviese recluido en los lugares que se solicita sea trasladado, no le sería  posible  por razones obvias, participar en su proceso educativo, ni remediar los posibles conflictos escolares y de comportamiento que tiene el menor y que la accionante pretende establecer como conexos con la lejanía del padre.

(ii) Efectivamente, al expediente se allegó un informe valorativo del comportamiento del menor en donde consta que  es distraído en las clases, no se concentra, no quiere estudiar y precisa de terapias de apoyo para mejorar su proceso escolar.  Sin embargo, de la copia de la historia clínica  no emerge que el padecimiento que atraviesa el menor se deba a la ausencia de su padre  y que el mismo se mejoraría teniéndolo más cerca donde poderlo visitar.

(iii) El menor Daniel Esteban se encuentra actualmente al cuidado de sus abuelas y  de seis  tíos, quienes bien pueden ayudar y acompañar al menor en el proceso que necesita, pues  tal como lo ha sostenido la Corte, si faltan ambos padres, no por ello desaparece el derecho de los niños a tener una familia; así, nada obsta,  en este caso,  y antes bien es deseable y acorde con el principio de la solidaridad, que ante la falta temporal de uno de los padres, los  demás parientes le proporcionen al niño la familia a la que tiene derecho.
 

(iv) Definitivamente improcedente es el precedente constitucional en el que se soporta el fallo de primera instancia para conceder la tutela. En el caso que sirve de fundamento al primer juzgador, la Corte sostuvo, contrario a lo que entiende  el a quo, que la responsabilidad penal o el deber de atender los poderes punitivos del Estado, hace que los derechos a la unidad familiar y de los niños cedan a estos límites. Así, sostuvo, “la unidad familiar y los derechos de los niños prevalecen sobre los demás pero no sirven para eludir la responsabilidad penal y en caso de conflicto entre estos dos intereses debe prevalecer el poder punitivo y la responsabilidad penal.” Por lo demás, en esa ocasión, la controversia versaba sobre  la permanencia ilegal de un extranjero en el país, asunto que dista claramente de los supuestos del caso revisado.    

Finalmente, esta Sala reitera, en punto a la petición relativa a la unidad familiar, que el señor Adrián Esteban López, se encuentra privado de la libertad, debido a que los funcionarios competentes de la Rama Jurisdiccional lo investigaron, procesaron y condenaron, según preceptos legales; por tanto, si alguien es responsable de verse apartado de su lugar de origen o residencia y del núcleo de parientes cercanos,
 es justamente el mismo interno quien es el trasgresor de la ley y del orden social. Al respecto la Corte Suprema de Justicia, en sentencia citada igualmente en un caso reciente de iguales pretensiones,
 señaló: “Quien ha dado lugar a la separación temporal de la familia, no puede invocar atentar contra la intimidad familiar, pues nadie puede desconocer que el núcleo se afecta con la privación de la libertad de cualquiera de sus miembros. Afirmar lo contrario, llevaría al absurdo de no poder el Estado cumplir cabalmente con sus fines, ni aplicar las sanciones de ley a quienes con su conducta se ponen al margen de ella....”.
” 
 

  



En este caso, pese a la limitación económica que alega la parte demandante, nada demuestra que el centro carcelario de esta ciudad -en el que actualmente se encuentra, en patio especial- le hayan impedido al interno y a su familia algún acercamiento. Tampoco se conocen problemas en la salud o en el comportamiento del hijo al que hace referencia el actor y además no se dice que esté bajo el cuidado de terceras personas, lo que hace inferir que está con su señora madre, es decir, que conserva su entorno familiar. Sumado a ello se tiene que la pena se cumple en la actualidad en un sitio que no presenta problemas para su seguridad y vida, garantizándole así, el derecho a permanecer recluido en condiciones dignas.
  



 En cuanto al derecho a la igualdad que reclama por cuanto un recluso que estaba en esta ciudad sí fue trasladado a la ciudad de Cali a un pabellón militar, se tiene que, en todo caso, lo pretendido específicamente es su acercamiento familiar con una solicitud expresa para ser trasladado a la ciudad de Bogotá; es decir, que no se trata de la misma situación. 
Ahora bien, queda por ver si lo que está en juego es su fundamental derecho de petición, que también reclamó de la Defensoría del Pueblo de Risaralda y de la Subdirección de Asuntos Penitenciarios del INPEC, a quienes la Defensoría del Pueblo de Bogotá les remitió por competencia la solicitud para gestionar su traslado.

Por este aspecto, se declarará superado el hecho en cuanto toca con la Defensoría del Pueblo de Risaralda, pues demostró que durante el trámite le brindó al interesado la respuesta del caso, como aparece a folio 70. En cambio sí, se materializa la trasgresión frente a la Profesional Especializada, grado 19, Responsable del Grupo de Recepción y Análisis de la Defensoría de Pueblo con sede en Bogotá, porque si bien refirió que por competencia envió a la Subdirección de Asuntos Penitenciarios del INPEC la solicitud que el demandante elevó insistiendo en su traslado, no logró demostrar con los anexos enviados, que efectivamente hubiese realizado el envío respectivo. 
Así que por esta causa, sí le asiste razón al accionante, como quiera que el artículo 23 de la Constitución Nacional dispone con precisión que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. Es un hecho indiscutido que el accionante radicó este año ante la Defensoría del Pueblo Bogotá  la solicitud de acercamiento familiar, y aunque se le informó que por competencia dicha solicitud sería trasladada a una dependencia del INPEC, para cumplir con lo prevenido por el artículo 21 de la Ley 1755 de 2015, en últimas, tal remisión quedó sin acreditación.
Visto, entonces, que en el presente asunto sí aparece comprometido el derecho de petición del demandante, se accederá a la protección constitucional y se le ordenará a Esperanza Casas Castañeda, en calidad de Profesional Especializada Grado 19-Responsable Grupo de Recepción y Análisis Nacional- de la Defensoría del Pueblo Bogotá, o quien haga sus veces, que proceda, en un término que no supere las 48 horas, a remitir con destino a la Subdirección de Asuntos Penitenciarios del INPEC, la solicitud radicada por el accionante, tendiente a la posibilidad de traslado de centro carcelario.
Se negará, como se dijo, lo relacionado con los demás derechos invocados, se declarará superado el hecho en relación con la Defensoría del Pueblo, regional Risaralda, y se absolverá a las demás entidades que conforman la parte pasiva.
 



DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, 

RESUELVE:

 



1. Conceder el amparo frente al derecho de petición invocado por César Andrés Castro Eslava, contra Esperanza Casas Castañeda, en calidad de Profesional Especializada Grado 19-Responsable Grupo de Recepción y Análisis Nacional- de la Defensoría del Pueblo Bogotá D.C.

Como consecuencia de ello, se ordena a la misma, o quien haga sus veces, que proceda, en un término que no supere las 48 horas, a remitir con destino a la Subdirección de Asuntos Penitenciarios del INPEC, la solicitud radicada por el accionante, tendiente a la posibilidad de traslado de centro carcelario.

  



2. Se declara superado el hecho, en relación con el reclamo elevado frente a la Defensoría del Pueblo, regional Risaralda,

  



3. Se niega la protección de los demás derechos invocados.





4. Se absuelve a las demás entidades que conforman la parte pasiva.
  



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente, si no fuere impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

 



Sin más trámite, archívese el expediente si la sentencia no fuere objeto de alzada ni de la referida revisión, una vez se produzca su regreso.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                           DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Doctrina reiterada en la sentencia T- 785 de 2002 M. P. Clara Inés Vargas Hernández. 


n Ibídem.


� T- 041 de 1996.


�  En el mismo sentido, T- 507 de 2005 M.P. Alfredo Beltrán Sierra.  


� T- 507 de 2005 M.P. Alfredo Beltrán Sierra


�  Sentencia del 2 de diciembre de 1993 M.P. Jorge Carreño Luengas


� Sentencia T-1096-05
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